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INADMISIÓN DE ACCIÓN POPULAR – POSTERIOR RECHAZO - SOLICITUD DE REQUISITOS INEXISTENTES - CONCEDE AMPARO- “De esa manera las cosas, el juez debe acudir al derecho procesal como mecanismo para garantizar el derecho material, siempre con sujeción al debido proceso y en forma tal, que de acuerdo con las disposiciones que regulan la materia, se dé solución al conflicto jurídico que se somete a su decisión, pero sin dar prevalencia a las formas, ni desconociendo el derecho de quien invoca protección por medio del proceso ordinario, mediante el empleo de los mecanismos previstos por el legislador para tal cosa.
(…)

En el asunto bajo estudio, de conformidad con las pruebas descritas, se desatendió por completo esa norma.

En efecto, a) el certificado de existencia y representación legal de la entidad demandada, no constituye requisito de la demanda popular y por tal razón el juzgado accionado no podía exigirlo, máxime cuando, de requerirse esa información para aclarar la competencia territorial del asunto, se puede acudir a las bases de datos respectivas para consultarla; b) tampoco lo es la acreditación de los supuestos fácticos que sustentan la pretensión, circunstancia que, además, debe debatirse en su espacio procesal respectivo, que no es otro que la etapa probatoria a la que eventualmente se llegue en ese proceso y c) el actor popular, contrario a lo manifestado por el funcionario accionado, sí indicó que la entidad desmandada desconoce los literales d, l, y m del artículo 4º de la Ley 472 de 1998, que en su orden enlistan como derechos colectivos el goce del espacio público, la seguridad y prevención de desastres previsibles técnicamente y la realización de las construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos, respetando las disposiciones jurídicas en prevalencia al beneficio de la calidad de vida de los habitantes. Además se refirió a las personas que resultan perjudicadas con esa lesión: aquellas que se movilizan en silla de ruedas.

En este contexto, el juzgado demandado incurrió en defecto procedimental al exigir requisitos no contemplados en la ley que regula el trámite de las acciones populares y tener por incumplidos aquellos que fueron formulados de forma adecuada,
(…)

De acuerdo con lo expuesto, se concederá el amparo solicitado y para proteger el derecho al debido proceso de que es titular el demandante, se dejarán sin efecto las providencias por medio de las cuales se inadmitió y rechazó la acción popular radicada bajo el No. 2017-00168. En consecuencia, se ordenará a la funcionaria demandada, en el término de cuarenta y ocho horas, contadas a partir de la notificación personal de este fallo, se pronuncie nuevamente sobre su admisibilidad, esta vez sin exigir se incorpore se prueben los supuestos fácticos que sustentan la pretensión, se expresen los derechos colectivos vulnerados y se señalen las personas perjudicadas con la lesión.  
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Pereira, julio dieciocho (18) de dos mil diecisiete (2017)


Acta No. 370 del 18 de julio de 2017


Expediente No. 66001-22-13-000-2017-00696-00

Decide esta Sala en primera instancia la acción de tutela instaurada por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, a la que fueron vinculados el Alcalde de ese municipio, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, ambos de la Regional Risaralda.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el actor que en la acción popular que instauró, radicada bajo el número “2017-168”, el juzgado accionado además de inadmitir la demanda con sustento en requisitos no contemplados en el artículo 18 de la Ley 472 de 1998, pretende negar el recurso de apelación que formuló contra el auto que rechazó la acción, a pesar de que el Código General del Proceso y la jurisprudencia, tanto del Consejo de Estado como de esta Sala, determinan que contra dichas providencias sí procede tal medio de impugnación. 
2. Considera lesionados sus derechos a la igualdad, al debido proceso y a las “garantías fundamentales” y para su protección, solicita se ordene: a) al juzgado accionado conceder inmediatamente los recursos de apelación que formuló y aplicar el precedente de este Tribunal y b) se investigue “el abuso de la a quo en la acción popular”.
ACTUACIÓN PROCESAL

1. Mediante proveído del 5 de julio último se admitió la tutela y se ordenó vincular a la Alcaldía de La Virginia, al Ministerio Público y al Defensor del Pueblo, ambos de la regional Risaralda. No se mandó hacerlo respecto de la entidad demandada en la acción popular en la que encuentra el actor lesionados sus derechos, porque de acuerdo con las copias de esas actuaciones y de los hechos en que se sustentó el amparo, la demanda fue rechazada y por ende, no ha intervenido en esa actuación.  
2. En el trámite de esta instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La Procuradora Regional de Risaralda dijo que a esa Agencia del Ministerio Público se han comunicado los autos que admiten las respectivas acciones populares y como consecuencia de ello han designado a los diferentes profesionales de la Procuraduría Regional Risaralda y Provincial de Pereira para dar cumplimiento al artículo 21 de la ley 472 de 1998; el Ministerio Público es ajeno a la cuestión planteada por el demandante, pues su intervención está orientada a verificar, como ente de control, la defensa de los derechos e intereses colectivos, lo que hará en el correspondiente pacto de cumplimiento que para el efecto se suscriba. Solicita se le desvincule de la actuación.

2.2 La titular del juzgado accionado indicó que el 27 de abril de este año decidió inadmitir la acción popular objeto del amparo, el 11 de mayo siguiente la rechazó por falta de corrección y por auto del 22 siguiente  se confirmó esta última providencia y se resolvió no conceder el recurso de apelación, de conformidad con el precedente de este Tribunal.

Se opuso a las pretensiones de las demandas porque no ha incurrido en lesión alguna de derechos fundamentales y reiteró que en este caso no procede la apelación contra aquel auto, pues tal medio de impugnación solo está disponible para la sentencia que defina la acción popular.  
3. Los demás vinculados guardaron silencio.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala establecer, en primer lugar, si se cumplen los presupuestos generales de procedencia de la tutela frente a providencias judiciales que ha enlistado la jurisprudencia de la Corte Constitucional, concretamente frente a la decisión del juzgado accionado de inadmitir y rechazar la acción popular instaurada por el demandante y de negar la concesión del recurso de apelación que formuló contra esa última determinación. Solo de serlo, se establecerá si en esas providencias se incurrió en defecto que lesione los derechos fundamentales de que es titular el actor. 
3. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…)  y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
. 

4. Las pruebas documentales allegadas, acreditan los siguientes hechos:

4.1 El señor Javier Elías Arias Idárraga formuló acción popular contra UNE Telecomunicaciones con domicilio en la carrera 8º No. 7-23 de La Virginia
.
Como fundamento de esa demanda dijo que en el andén ubicado en la carrera 2º No. 34b-16 de esta ciudad, la entidad accionada levantó unos postes que entorpecen la movilización de las personas que transitan en silla de ruedas, desconociendo los literales m, d, y l del artículo 4º de la Ley 472 de 1998, entre otras normas.
4.2 Mediante proveído del 27 de abril de este año fue inadmitida y se  requirió al actor para que en el término de tres días: a) expresara cuáles son los derechos colectivos vulnerados por la entidad demandada, cómo es tal lesión y quiénes son las personas perjudicadas y b) presentara “prueba de los supuestos facticos (sic) que sustentan la pretensión, pues a pesar del altruismo que significa la puesta en marcha de la administración de justicia, no goza de ningún privilegio al respecto”, lo anterior de conformidad con el literal e) del artículo 18 de la Ley 472 de 1998
.
4.3 Por auto del 11 de mayo pasado se rechazó la acción por motivo de que no fue subsanada
.

4.4 Frente a esa decisión el actor interpuso recurso de reposición con sustento en que no se le podían imponer cargas adicionales a las contempladas en el artículo 18 de la Ley 472 de 1998; en subsidio, apeló, según dijo, porque se trata de un proceso de doble instancia y porque el Código General del Proceso y la jurisprudencia del Consejo de Estado se lo permiten
.

4.5 La funcionaria accionada resolvió no reponer las decisiones impugnadas y declarar inadmisibles los recursos de apelación, esto último porque de acuerdo con el artículo 37 de la Ley 472 de 1998, ese medio de impugnación solo procede contra la sentencia
.

5. En este caso se encuentran satisfechos los requisitos generales de procedencia del amparo constitucional frente a decisiones judiciales, porque: a) de acuerdo con los hechos narrados en el escrito por medio del cual se formuló la acción, el asunto tiene relevancia constitucional, en razón a que involucra el derecho al debido proceso; b) frente al auto por medio del cual se rechazó la acción popular, el actor interpuso recurso de reposición, el único disponible frente a esa decisión; c) se cumple el presupuesto de la inmediatez porque tal providencia se dictó el 11 de mayo último; d) las irregularidades alegadas tienen directa incidencia en la decisión atacada; e) se identificaron los hechos generadores de la vulneración y f) no se controvierte una sentencia dictada en proceso de tutela.

6. En cuanto a los requisitos específicos de procedibilidad, considera el demandante lesionados sus derechos porque el juzgado accionado desconoció el artículo 18 de la Ley 472 de 1998, al momento de inadmitir sus acciones populares.

La Corte Constitucional, en relación con el derecho al debido proceso, sin desconocer el principio de la autonomía judicial, ha dicho que se configura un defecto procedimental cuando el juez ignora completamente el procedimiento establecido, escoge arbitrariamente las normas procesales aplicables en el caso concreto o hace caso omiso de los principios mínimos del debido proceso contenidos en la Constitución, señalados, principalmente, en los artículos 29 y 228. Así ha dicho:

“Defecto procedimental absoluto, falencia que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido. Igual que en el caso anterior, la concurrencia del defecto fáctico tiene naturaleza cualificada, pues se exige que se esté ante un trámite judicial que se haya surtido bajo la plena inobservancia de las reglas de procedimiento que le eran aplicables, lo que ocasiona que la decisión adoptada responde únicamente al capricho y la arbitrariedad del funcionario judicial y, en consecuencia, desconoce el derecho fundamental al debido proceso. Sobre el particular, la Corte ha insistido en que el defecto procedimental se acredita cuando “…el juez se desvía por completo del procedimiento fijado por la ley para dar trámite a determinadas cuestiones y actúa de forma arbitraria y caprichosa, con fundamento en su sola voluntad, se configura el defecto procedimental…”
  

De esa manera las cosas, el juez debe acudir al derecho procesal como mecanismo para garantizar el derecho material, siempre con sujeción al debido proceso y en forma tal, que de acuerdo con las disposiciones que regulan la materia, se dé solución al conflicto jurídico que se somete a su decisión, pero sin dar prevalencia a las formas, ni desconociendo el derecho de quien invoca protección por medio del proceso ordinario, mediante el empleo de los mecanismos previstos por el legislador para tal cosa.

La norma que se dice desatendida, establece los requisitos de la demanda popular, así:

“a) La indicación del derecho o interés colectivo amenazado o vulnerado;

b) La indicación de los hechos, actos, acciones u omisiones que motivan su petición;

c) La enunciación de las pretensiones;

d) La indicación de la persona natural o jurídica, o la autoridad pública presuntamente responsable de la amenaza o del agravio, si fuere posible;

e) Las pruebas que pretenda hacer valer;

f) Las direcciones para notificaciones;

g) Nombre e identificación de quien ejerce la acción.”

En el asunto bajo estudio, de conformidad con las pruebas descritas, se desatendió por completo esa norma.

En efecto, a) la prueba de los supuestos fácticos que sustentan la pretensión, no constituye requisito de la demanda popular y por tal razón el juzgado accionado no podía exigirlo, máxime cuando el espacio idóneo para cumplir ese fin es la etapa probatoria a la que eventualmente se llegue en ese proceso; y b) el actor popular, contrario a lo manifestado por el funcionario accionado, sí indicó que la entidad demandada desconoce los literales d, l, y m del artículo 4º de la Ley 472 de 1998, que en su orden enlistan como derechos colectivos el goce del espacio público, la seguridad y prevención de desastres previsibles técnicamente y la realización de las construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos, respetando las disposiciones jurídicas en prevalencia al beneficio de la calidad de vida de los habitantes. Además se refirió a las personas que resultan perjudicadas con esa lesión: aquellas que se movilizan en silla de ruedas.
En este contexto, el juzgado demandado incurrió en defecto procedimental al exigir requisitos no contemplados en la ley que regula el trámite de las acciones populares y tener por incumplidos aquellos que fueron formulados de forma adecuada, asunto sobre el que se ocupó la Corte Suprema de Justicia que en asunto similar al que ahora se decide, dijo: 

“… mediante proveído de 23 de febrero de 2017, el juzgador accionado decidió inadmitir la referida demanda para que el actor popular: (…) ii) indicara el derecho colectivo que considera vulnerado y quiénes podrían ser los perjudicados con tales infracciones; y iii) presentara la prueba de los supuestos fácticos que sustentan su pretensión, para lo cual otorgó un lapso de tres (3) días.

Sin embargo, se encuentra que dicha providencia no se profirió de conformidad con la ley estatutaria 472 de 1998, que regula de forma especial, la acción popular, establecida en el artículo 88 de nuestra Constitución Política, lo que vulnera los derechos del actor.

…

De igual forma, en relación a la segunda exigencia, se establece que también la autoridad encartada incurrió en error al omitir que efectivamente el actor en su demanda sí señaló los derechos colectivos que estimó vulnerados por cuanto expuso como tales los señalados en el «1 inciso m, d, l, ENTRE OTROS QUE DETERMINE EL JUEZ, del artículo 4 de la ley 472 de 1998, ley 161 de 1997, entre otras más» y también manifestó que la entidad demandada no cuenta con «un baño público que sea apto para ser empleado por ciudadanos que se movilicen en silla de ruedas». [Folio 18. c.1]

Finalmente, en torno al tercer requerimiento, se observa que en el artículo 18 de la Ley 472 de 1998, no señala que con la demanda deba probarse «los supuestos fácticos que sustentan la pretensión», toda vez que para ello la acción popular cuenta con una etapa probatoria (Artículo 28  y siguientes de la Ley 472 de 1998.)

Entonces, mal podía el fallador exigir al demandante aportar documentos que la normatividad aplicable al asunto no consagra y mucho menos, omitir información que el accionante efectivamente aportó, y mucho menos, rechazar la demanda como consecuencia de la falta de subsanación, tal como ocurrió en auto de 2 de marzo de 2017.”

7. De acuerdo con lo expuesto, se concederá el amparo solicitado y para proteger el derecho al debido proceso de que es titular el demandante, se dejarán sin efecto las providencias por medio de las cuales se inadmitió y rechazó la acción popular radicada bajo el No. 2017-00168. En consecuencia, se ordenará a la funcionaria demandada, en el término de cuarenta y ocho horas, contadas a partir de la notificación personal de este fallo, se pronuncie nuevamente sobre su admisibilidad, esta vez sin exigir se incorpore se prueben los supuestos fácticos que sustentan la pretensión, se expresen los derechos colectivos vulnerados y se señalen las personas perjudicadas con la lesión.  

8. En razón a las decisiones que se han de adoptar, se considera la Sala relevada de analizar la pretensión relativa a la concesión del recurso de apelación que el actor formuló contra el auto que rechazó esa acción popular.
9. No se accederá a la solicitud elevada por el mismo señor en el sentido de se investiguen los supuestos abusos cometidos por la funcionaria accionada en los procesos objeto del amparo, como quiera que esta acción constitucional está prevista exclusivamente para proteger derechos fundamentales conculcados.

10. Se negará el amparo reclamado respecto de las demás autoridades vinculadas, las cuales no han vulnerado derechos constitucionales de que sea titular el accionante.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: Se concede el amparo solicitado por el señor Javier Elías Arias Idárraga frente al Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia.
SEGUNDO: Se dejan sin efecto los autos por medio de las cuales se inadmitió y rechazó la acción popular radicada bajo el No. 2017-00168. En consecuencia, se ordena a la señora Juez Promiscuo del Circuito de La Virginia, en el término de cuarenta y ocho horas, contadas a partir de la notificación personal de este fallo, decidir nuevamente sobre su admisión, sin exigir se prueben los supuestos fácticos que sustentan la pretensión, se expresen los derechos colectivos vulnerados y se señalen las personas perjudicadas con la lesión. 

(Continúa parte resolutiva de sentencia de primera instancia proferida en la acción de tutela radicada 66001-22-13-000-2017-00696-00)
TERCERO: Se niega la acción de tutela contra la Alcaldía de La Virginia, el Ministerio Público y la Defensoría del Pueblo, ambos de la regional Risaralda.
CUARTO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 
QUINTO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.
Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




(Con salvamento de voto)
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